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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N°  04616
                                                                05 de mayo de 2009
                                                             DAGJ-0620-2009
Licenciada
Bernardita Irola Bonilla
Auditora Interna
MINISTERIO DE SALUD
Fax:  2221-5394
Estimada señora:

        Asunto: Consulta relacionada con los alcances del artículo 24 de la Ley General de Control Interno.

Por encargo y con la aprobación del Gerente de División, se refiere este Despacho a su oficio N° DGA-089-2009, de fecha  12 de febrero del 2009, recibido en esta Contraloría General el  día siguiente, por medio del cual solicita criterio en relación con lo que establece el artículo N° 24 de la Ley General de Control Interno, especialmente sobre las regulación de tipo administrativo que indica este numeral  en el último párrafo.
I. Criterio del Despacho

En primer término, es menester manifestar que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de nuestra Ley Orgánica, así como en la Circular CO-529 publicada en La Gaceta 107 del 5 de junio de 2000, únicamente se atenderán las consultas que versen sobre materias propias de las competencias constitucionales y legales otorgadas a este órgano contralor, siempre que no se trate de situaciones concretas que debe resolver la institución solicitante. 

Ahora bien,  en cuanto al tema consultado, el artículo 24 de la Ley General de Control Interno, dispone lo siguiente:

“Artículo 24.—Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios. Los demás funcionarios de la auditoría interna estarán sujetos a las disposiciones administrativas aplicables al resto del personal; sin embargo, el nombramiento, traslado, la suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal, deberán contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano.

Las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deberán afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal; en caso de duda, la Contraloría General dispondrá lo correspondiente.”

Según lo trascrito, a la Administración  le corresponde  establecer políticas y prácticas para la administración del recurso humano del que dispone la institución.  En cuanto  al auditor y subauditor internos, les corresponde administrar de manera eficaz, eficiente y económica, los recursos del proceso del que sean  responsables.

Es importante señalar que mediante el oficio N° 12349, del 30 de octubre de 2003, esta Contraloría señaló lo siguiente:

“Como parte de las condiciones fundamentales para el ejercicio de la auditoría interna, se estipula legal, técnica y doctrinariamente la independencia funcional y de criterio, lo cual entre otros, se prevé con lo dispuesto en el citado artículo 24.  La independencia funcional, en términos generales, se refiere a la posibilidad de cumplir los fines de la auditoría, sin que se den situaciones o restricciones que ubiquen al auditor y demás funcionarios de esa unidad en una relación de subordinación, de dependencia o similar, con respecto a alguno de los órganos sujetos a su fiscalización.  Por otra parte, la independencia de criterio está referida a la independencia mental, a la objetividad e imparcialidad, con que se debe ejercer la actividad de auditoría interna.  La afectación en la independencia funcional, entre otros, puede incidir directamente en la de criterio, pues se propicia la existencia de circunstancias que menoscaban o comprometen dicha objetividad y, en consecuencia, el cabal cumplimiento de sus fines.”

Sobre el particular,  tanto el auditor como el subauditor internos de los entes y órganos  a los que se les aplica la Ley General de Control Interno, dependen orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombra y establece las regulaciones de tipo administrativo que les sean aplicables, esto sin menoscabo de lo que dispone el numeral 25, el cual dispone para todos los funcionarios de la auditoría interna, la exigencia de ejercer sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y de los demás órganos de la administración activa. 

Sobre este punto, mediante el oficio N° 11503-04 esta Contraloría General señaló que:

“… la LGCI tiene diversas disposiciones de las que claramente se deduce la independencia del auditor, traducida en su libertad para proponer medidas correctivas, hacer advertencias, planificar su trabajo, organizar su unidad, autorizar los movimientos de su personal, acceder a la información administrativa, solicitar la colaboración a funcionarios de cualquier nivel jerárquico o para plantear ante la Contraloría General, mediante el recurso del conflicto, su inconformidad con lo que resuelva el jerarca en relación con sus recomendaciones. Muy lejos está inferir que el jerarca de la institución tenga la potestad de dar órdenes, instrucciones y circulares sobre el modo de ejercicio de las funciones por parte del auditor. Esta sola potestad de un superior respecto del inferior, sería suficiente para anular la posibilidad de que el auditor actuara con total independencia funcional y de criterio en el ejercicio de sus competencias, ni qué decir de las demás potestades del jerarca que invoca el citado artículo 102 de la LGAP.

Por tanto, la dependencia orgánica que establece la LGCI entre el jerarca del ente u órgano y el auditor interno, no implica la relación de subordinación que en estricto sentido dispone la LGAP, ya que tiene un límite claramente demarcado por la independencia funcional y de criterio que establece aquella Ley para todos los funcionarios de la auditoría interna. De esta manera, no existe una relación de jerarquía típica por la cual el auditor interno se subordina al jerarca, que haga presuponer la obligación de este para calificar el desempeño de aquel ni tampoco que el jerarca posea el conocimiento de la materia para evaluar su gestión.”  

Asimismo, en cuanto a la situación que expone  en su nota sobre la herramienta creada por ese Ministerio en la cual se le solicita a esa Auditoría que realice informes trimestrales del avance de las actividades, programas, incluyendo el avance  en la ejecución del Plan Anual de Trabajo de la Auditoría, así como las reuniones, capacitación, charlas y oficios atendidos, se considera importante transcribir  el punto 2.1.6. “Informes al Jerarca” del Manual de Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público el cual dispone lo siguiente:

“El auditor interno debe informar al menos anualmente al jerarca sobre la actividad desplegada por su unidad en lo referido a propósito, autoridad, responsabilidad y desempeño de su plan. El informe también debe incluir el estado de las recomendaciones de la Auditoría Interna, así como las de los contadores públicos y las disposiciones de la Contraloría General de la República y otras instituciones competentes cuando sean de su conocimiento. El informe contendrá asuntos relevantes sobre exposiciones al riesgo, cuestiones de control, de los procesos de dirección y otros necesarios o requeridos para el buen funcionamiento de la organización.

Como se puede desprender del texto trascrito, el auditor debe al menos informar anualmente al jerarca sobre la actividad desplegada por la unidad a su cargo, ya que la base técnica y uniforme que se aplicaría para evaluar sistemáticamente el desempeño de los auditores internos, estaría contenida en las reglas que desarrolle este órgano contralor. Estas reglas de evaluación serían una herramienta que puede utilizar, el auditor interno para autoevaluarse y mejorar la administración de su unidad, el planeamiento y la ejecución de las auditorías y estudios especiales y demás competencias, así como los informes u otros productos que emite y el seguimiento de las recomendaciones y advertencias que realice, así esas reglas de evaluación serían útiles al jerarca institucional, en virtud de su responsabilidad por el buen funcionamiento del sistema de control interno y reconociendo la potestad que posee de conocer el desempeño del auditor interno y de la unidad que dirige; para lo cual podrá hacer uso de los medios legales a su disposición a fin de contar con profesionales competentes en la materia que evalúen técnicamente el trabajo de su auditoría interna. 


Así las cosas, y a manera de conclusión, este órgano contralor considera que la presentación trimestral de informes al jerarca que indiquen  un detalle de las labores, las fechas, el tiempo de duración, recurso humano que se va a requerir en cada fase, avances de las actividades programadas reuniones, capacitaciones, charlas y oficios atendidos no afectan ni debilitan de modo alguno, la independencia funcional y de criterio de la Auditoría Interna.

De esta forma damos por atendida su gestión.

Suscriben atentamente,

Lic. Sergio Mena García
                            Bach. Ingrid Brenes Guevara                                    

Gerente Asociado
              
               Fiscalizadora Asociada
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